
PROPUESTAS DE ENMIENDAS DEL  CERMI AL PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA LA LEY DE ORDENACIÓN 
DE LOS TRANSPORTES TERRESTRES 

(Trámite del Congreso de los Diputados)
PRIMERO. En términos generales se considera necesario que, ante la próxima entrada en vigor – 1 de marzo de 2013- del Reglamento nº 181/2011 sobre los derechos de los viajeros de autobús y autocar y por el que se modifica el Reglamento (CE) nº 2006/2004, se aproveche esta modificación para incorporar las cuestiones del Reglamento 181/2011 que garantizan los derechos de los pasajeros, y en especial de los que tienen una discapacidad y de los que tengan movilidad reducida, así como de aquella normativa relacionada como la Directiva 2001/85 sobre condiciones de accesibilidad de los vehículos, y que afectan al desempeño de la actividad que regula la LOTT. 
En este sentido se proponen las siguientes ENMIENDAS DE ADICIÓN:
1ª. Mención específica al cumplimiento de los requisitos de accesibilidad para la obtención de la autorización de transporte público art. 43 apartado g).

Diecisiete. El artículo 43 queda redactado en los siguientes términos:


«Artículo 43.

1. El otorgamiento de la autorización de transporte público estará condicionado a que la empresa solicitante acredite, de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, el cumplimiento de los siguientes requisitos:

a)
Tener nacionalidad española o la de algún otro Estado miembro de la Unión Europea o, en caso contrario,  contar con las autorizaciones exigidas por la legislación reguladora del régimen general de extranjería para la realización de la actividad profesional de transportista en nombre propio.

b)
 Cuando no se trate de una persona física, tener personalidad jurídica propia e independiente de la de aquellas personas que, en su caso, la integren.


En ningún supuesto podrán otorgarse autorizaciones de forma conjunta a más de una persona ni a comunidades de bienes. Tampoco se otorgarán autorizaciones a personas jurídicas sin ánimo de lucro.

Tratándose de personas jurídicas, la realización de transporte público debe formar parte de su objeto social de forma expresa.

c)
 Contar con un domicilio situado en España en el que se conserven, a disposición de los Servicios de Inspección del Trasporte Terrestre, los documentos relativos a su gestión y funcionamiento que reglamentariamente se determinen. 

d)
 Disponer de uno o más vehículos matriculados en España conforme a los que en cada caso resulte exigible de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine, atendiendo a razones de interés general, los cuales deberán cumplir las condiciones que, en su caso, se establezcan, teniendo en cuenta principios de proporcionalidad y no discriminación. 

e)
Disponer de dirección y firma el electrónica, así como del equipo informático necesario para documentar a distancia el contrato y otras formalidades mercantiles con sus clientes.    

f)
Cumplir las obligaciones de carácter fiscal, laboral y social exigidas por la legislación vigente.

g)
Cumplir, en su caso, aquellas otras condiciones específicas necesarias para la adecuada prestación de los servicios que reglamentariamente se establezcan, atendiendo a principios de proporcionalidad y no discriminación, en relación con la clase de transporte de que se trate en cada caso. Expresamente se tendrá en cuenta el cumplimiento de las condiciones de accesibilidad para personas con discapacidad  y de las personas con movilidad reducida que en cada caso apliquen.»
2ª. Suspensión, y en su caso resolución, de la autorización cuando se incurra en una sanción por discriminación mientras no se subsane el incumplimiento (art.52) 


Veinticinco. El artículo 52 queda redactado en los siguientes términos:

«Artículo 52.

1. Fuera del supuesto regulado en el artículo anterior, cuando la Administración constate el incumplimiento de alguna de las condiciones exigidas en el artículo 43, suspenderá la autorización, comunicándoselo a su titular, hasta que éste subsane dicho incumplimiento.

Dicha suspensión alcanzará, además, a cuantas otras habilitaciones para el ejercicio de la actividad de trasporte se  hubiesen obtenido bajo la condición de la vigencia de la referida autorización. 

 Si el incumplimiento que dio lugar a la suspensión no ha sido subsanado con anterioridad a la finalización del más próximo periodo de visado, la autorización perderá su validez conforme a lo dispuesto en el artículo 51. 

Cuando se trate de las autorizaciones a que hace referencia el punto 3 del referido artículo 51, la suspensión se mantendrá indefinidamente en tanto que su titular no acredite haber subsanado el incumplimiento de que se trate.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el punto anterior, cuando el titular de la autorización sea contratista de la gestión de algún servicio público de transporte regular de viajeros de uso general, la Administración incoará el pertinente procedimiento de resolución del correspondiente contrato si aquél no acredita la subsanación del incumplimiento en el plazo de tiempo que reglamentariamente se determine.

3. Lo dispuesto en los puntos anteriores de este artículo deberá entenderse sin perjuicio de la imposición de las sanciones que correspondan por el incumplimiento de los requisitos de que en cada caso se trate. No obstante cuando exista una sanción muy grave de acuerdo a lo dispuesto en el apartado 26.6. y 26.7 del artículo 140 se mantendrá la suspensión de la autorización hasta que no se cumplan las condiciones de accesibilidad que hayan dado lugar al incumplimiento, sin perjuicio de que en su caso se incoe procedimiento de resolución de acuerdo al punto 2 de este artículo.»

3ª. Condiciones de prestación de asistencia en las estaciones de transporte por carretera de acuerdo a lo dispuesto en el art. 14 del Reglamento 181/2011 que entrará en vigor en marzo del 2013. Incorporación de un nuevo punto 26.7 al artículo 140.
Setenta y cinco. Art. 140.

…

26.7. El incumplimiento de las condiciones para la prestación de asistencia a las personas con discapacidad o con movilidad reducida por parte de la empresa contratista del servicio a las que se vea legal o contractualmente obligada.  

SEGUNDO. El CERMI entiende que es esencial para dar cumplimiento a la participación de las personas con discapacidad y movilidad reducida, que se mencione expresamente la necesaria participación en el Consejo Nacional de Trasportes Terrestres de las personas con discapacidad, debido a su condición de usuarios con especiales necesidades, dando además cumplimiento a lo dispuesto en el artículo  4.3 de la Convención Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad. Por ello, se solicita se incluya el siguiente texto:
4ª Enmienda para mejorar la participación de las personas con discapacidad en aquellos asuntos que les afecten en relación con la accesibilidad a los transportes terrestres. 
Doce. El artículo 36 queda redactado en los siguientes términos:
«Artículo 36.

1. El Consejo estará integrado por expertos designados por la Administración General del Estado a propuesta de las empresas de trasporte por carretera, a través del Comité Nacional del Transporte por Carretera; de las empresas de trasporte de ferrocarril ,a través de sus asociaciones; de los trabajadores de las empresas trasportistas, a través de las centrales sindicales más representativas en dicho sector; de los usuarios del trasporte, incluidas las personas con discapacidad y sus familias, a través del Consejo de Consumidores y Usuarios y, en su caso, de las empresas de otros modos de transporte y de otros sectores de actividad relacionados con el trasporte. 
Asimismo, la Administración podrá designar directamente a otros consejeros atendiendo exclusivamente a su competencia profesional, así como a representantes de la propia Administración especializados en materia de trasporte terrestre. 
4.    Los miembros del Consejo no participan en éste en representación del sector 
que, en su caso, hubiese propuesto su nombramiento, sino como expertos  a título individual. En consecuencia, no podrán ser representados en las deliberaciones del Consejo sino por otros consejeros.
Sin perjuicio de ello, el Consejo podrá crear grupos de trabajo, de carácter permanente o coyuntural, que lo asistan en la elaboración de de los estudios previos a la emisión de sus dictámenes.

De estos grupos de trabajo podrán formar parte tanto consejeros como personas que no lo sean, si bien sus conclusiones sólo se tendrán en cuenta por la Administración cuando sean refrendadas por el pleno del Consejo.»
Febrero de 2013.
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